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SAIA PRIMERA

Excmos .  S res . :

D. Francisco Tomás y Valiente

D. Fernando García-Mon y

GonzáLez-Regueral

D. Carlos de la Vega Benayas

D. Jesús Leguina Vil1a

D. Luis l,iópez Guerra

0 &357235

Nrim. de Regristro z 2972/90

ASIJIüIO: Arnparo promovido por

don Antonio Bejarano Gómez.

SOBRE: Sentencias del Juzgado

de 1o Penal núm. L de Cáceres y

de Ia Audiencia Provincial de

dicha ciudad en procedimiento

por delitos de desacato y aten-

tado.

En Ia pieza separada de suspensión correspondiente

aI asunto de referencia, la SaIa ha acordado dictar eI siguiente

AUTO

I. A}ITECEDENTES

l-. Mediante escrito registrado en este Tribunal el

26 de diciernbre de l-990, 1d Procuradora doña María de1 Pilar de

los Santos Holgado, actuando en nombre y representación de don

Antonio Bejarano Gómez, interpuso recurso de amparo contra la

Sentencia del Juzgado de 1o Penal núm. l- de Cáceres de 26 de ju-

l io de l-990, dictada en la causa núm. 332/9A, así como contra la

Sentencia de Ia Audiencia Provincial de dicha ciudad de l- de oc-

tubre de L990, pronunciada en eI recurso de apelación nún.
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2. Como hechos de los que parte Ia demanda de ampa-

tot se ha de señalar, i luy en síntesis, eü€, mediante Sentencia

del Juzgado de 1o Penal núm. l- de Cáceres de 26 de julio de

1-990, €1 actor fue condenado, como autor criminalmente respon-

sable de dos deli tos de atentado del art. 23L.2e de1 Código Pe-

nal, a Ia pena por cada de uno ocho meses de prisión ¡renor y ac-

cesoriasi y, como autor de una falta de lesiones, a Ia pena de

quince días de arresto menor, con imposición de las costas y con

el deber de indemnizar a don Francisco Cacho Ardilla en 2.500

pesetas. Esta Sentencia fue confirmada en apelación por la de la

Audiencia Provincial de1 l- de octubre siguiente.

3. En el escrito de demanda se consideran infr ingi-

dos los derechos a la tutela judicial efectiva, a Ia presunción

de inocencia y a utilizar los medios de prueba pertinentes para

la propia defensa (ar t .  24.L y  2 C.E.) .  La demanda concluye con

Ia súp1ica de que se dicte Sentencia por Ia que se otorgue el

amparo solicitado, revocándose la Sentencia de Ia Audiencia Pro-

vincial"y retrotrayéndose las actuaciones a Ia fase de admisión

de prueba en eI recurso de apelación. Subsidiariamente, s€ pide

Ia revocación de Ia Sentencia citada por aplicación del princi-

pio de presunción de inocencia respecto aI delito de atentado.

4. Por providencia del 6 de mayo de l-991-, la Sección

Segunda de este Tribunal acordó tener por interpuesto el presen-

te recurso y, previamente a decidir sobre su admisión y de con-

formidad con 1o prevenido en el art. 88 de Ia LOTC, requerir de

1os órganos judiciales referidos 1a remisión de testimonio de

las actuaciones correspondientes. Con fecha del siguiente Ll- de

junio, la indieada Seceión acordó admitir a trámite Ia demanda

de amparo, tener por recibidas las actuaciones requeridas e in-

teresar del Juzgado eI emplazamiento de quienes hubieran sido

parte en el procedimiento, con excepción del recurrente, para

que en el plazo de diez días pudieran comparecer en este proce
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so. El L6 de septiembre acordó la Sección, a tenor de 1o dis-

puesto en el art. 52 de Ia LOTC, dar vista de todas las actua-

ciones del recurso por un plazo común de veinte días al Ministe-

rio Fiscal y aI demandante, a fin de que dentro de dicho término

pudieran presentar las alegaciones que a su derecho conviniesen.

Evacuó el Fiscal e1 trámite conferido mediante escrito registra-

do el 8 de octubre. EI 22 de octubre se extendió diligencia para

hacer constar Ia recepción del citado escrito, así como 1a no

comparecencia del recurrenLe en el referido trámite.

5. Mediante escrito presentado eI L4 de mayo de

L992, Ia representación del demandante, invocando 1o dispuesto

en e1 art. 56.1- de la LOTC, sol icitó la suspensión de Ia ejecu-

ción de 1a Sentencia del Juzgado de 1o Penal núm. l- de Cáceres

de 26 de jul io de L990, dI estar ocasionando tal ejecución al

recurrente un grave perjuicio, pues se encontraba cumpliendo ya

Ia condena en la prisión de Badajoz. La petición de suspensión

sin afianzamiento se basa, además de en los evidentes perjuicios

que sup-one cumplir una pena que puede quedar sin efecto si se

otorga eI amparo, tten la glrave situación econórnica y f amiliar

del.. .  condenado, casado y con dos hi jos y privado de todo t ipo

de ingresosrr. De otro lado, la ejecución de Ia Sentencia citada

hace perder al amparo su fj-na1idad.

6. Por sendas providencias del siguiente l-8 de mayo,

la Sección acordó formar la oportuna pieza separada de suspen-

sión y conceder aI Ministerio Fisca1 y aI solicitante del amparo

un plazo de tres días para que formularan las alegaciones qlue

estimasen pertinentes sobre la suspensión interesada.

7. En su escrito de alegaciones, presentado el 23 de

mayo, €I Ministerio Fiscal recuerda que este Tribunal ha venido

declarando reiteradamente que cuando se trata de resoluciones

judiciales el cri terio general es la no suspensión, habida cuen-

ta del interés general que se desprende de su ejecución. Además,

en sus alegaciones el Fisca1 rrha solicitado Ia desesti¡nación del
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recurso de amparo y esta petición entraña por su contenido Ia

improcedencia de Ia suspensión . pedida, pero también hay que

tener en cuenta Ia doctrina gieneral del Tribunal Constitucional

que afirma que debe suspenderse Ia efectividad de las sentencias

qtue condenen a penas privativas de l ibertad...,  porque una vez

cumplidas son irreversibles y el amparo perdería en caso de

prosperar su f inal idadrr.

Por todo eIlo, entiende el Ministerio Fj-scal que no

procede la suspensión, salvo que el Tribunal esti¡ne de prefe-

rente aplicación la doctrina general enunciada,

8. con fecha de dos de junio de L992r s€ extendió

diligencia para hacer constar eü€, no obstante haber transcu-

rr ido con exceso eI plazo concedido, no se había recibido es-

crito alguno de 1a representación del recurrente.

II.- I"TJNDAITENI1OS JT]RIDICOS

l-. De acuerdo con 1o dispuesto en eI art. 56.1- de Ia

Ley orgánica del Tribunal Constitucional (LoTc), Ia Sala que co-

nózca de un recurso de amparo suspenderá, bien de oficio, bien a

instancia de1 recurrente, Ia ejecución del acto de los poderes

públicos por razón del cual se reclame la tutela de1 Tribunal

cuando tal ejecución hubiere de ocasionar un perjuicio que hi-

ciera perder aI amparo su finalidad. No obstante, podrá denegar

Ia suspensión cuando de ésta pueda seguirse perturbación grave

de los intereses generales o de los derechos o libertades públi-

cas de un tercero. A su vez, el art. 56.2 de la misma Ley deter-

mina que la suspensión podrá acordarse con o sin afianzamiento y

que Ia SaIa podrá condicionar Ia denegación de la suspensiónr €n

el caso de que pudiese seguirse perturbación lfrave de los dere-

chos de un tercero, a Ia constitución de caución suficiente para

responder de los daños o perjuicios que pudieran originarse. En
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fin, el art. 57 de 1a LOTC establece que Ia suspensión o su de-

negación puede ser modificada durante e1 curso de1 proceso

constitucional, de oficio o a instancia de parter €D virtud de

circunstancias sobrevenidas o que no pudieran ser conocidas aI

tiempo de sustanciarse eI incidente de suspensión.

2. En eI presente caso, eI recurrente, que en el mo-

mento de formular su demanda de amparo, mediante escrito re-

gistrado en este Tribunal el 26 de diciembre de l-990, so hallaba

en situación de requisitoriado y cuya representación procesal no

interesó entonces Ia suspensión de la ejecución de la Sentencia

condenatoria, deduce ahora, por escrito presentado el L4 de mayo

de L992, y una vez concluso el trámite de alegaciones del art.

52.L LOTC, la pretensión de gue se acuerde tal suspensión. ElIo

porque se encuentra cumpliendo ya la condena de privación de Ii-

bertad qlue Ie fue impuesta (dos penas de ocho meses de prisión

menor cada una y una pena de quince días de arresto menor).

- Esto asír €s claro que procede otorgar la suspensión

solicitada, ya que Ia naturaleza de las sanciones acordadas, así

como su duración, Io aconsejan para evitar la pérdida de finali-

dad de1 amparo impetrado que de otro modo se producirÍa en la

eventualidad de una Sentencia estimatoria del recurso interpues-

to dictada cuando tales sanciones, en todo o en su mayor parte,

hubieran sido ya cumplidas por eI recurrente, con eI consiguien-

te e irreparable perjuicio que entonces se le habría ocasionado.

En cambio, de Ia cautela cuya adopción se propugna no se segui-

ría perturbación grave de 1os intereses glenerales o de los dere-

chos fundamentales o libertades públicas de un terceror por 1o

güe, de conformidad con el art. 56.1- de Ia LOTCr Do es de apre-

ciar obstáculo a 1a suspensión, como ha entendido esta SaIa en

supuestos de hecho similares.
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Teniendo en cuenta las consideraciones anteriores,

la Sala acuerda acceder a la petición de suspensión de la eje-

cución de Ia Sentencia del Juzgado de 1o Penal núm. L de Cáceres

de 26 de ju l io  de L990,  pronunciada en Ia  causa núm. 332/90.

Madrid, a ocho de junio de mil

dos .
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